
Las tarifas de los servicios públicos 

(El caso de la energía eléctrica) 

L Introducción 

El debate público reciente sobre las tari­
fas de los servicios públicos señala el alcan­
ce social y poi ítico de la fijación guberna­
mental de estos precios. ¿Son o no excesivas 
las tarifas? Es adecuada su estructura, tan­
to desde un punto de vista técnico como de 
equidad? ¿Cómo se debe financiar la ex­
pansión de la prestación de los servicios 
públicos? Estos son apenas algunos de los 
interrogantes que suscita el terna. Este in­
forme se propone ilustrar los aspectos con­
ceptuales y ernp íricos a tener en cuenta 
para resolver! os, haciendo referencia espe­
cial al caso de las tarifas de la energía eléc­
trica. 

Las ciencias económicas han demostra­
do la incidencia que tienen los precios en 
las decisiones de consumo de los usuarios 
de los productos o servicios respectivos y, 
en consecuencia, en la asignación de recur­
sos escasos en la econorn ía para la produc­
ción de unos u otros bienes y servicios. En 
el caso colombiano se ha estimado que un 
cambio del 10% en la tarifa de energía eléc­
trica modifica en un 2% a 3 % el consumo 
residencial del fluido y entre un 0.7% y un 
4.6% el de diferentes sectores industr~ales 1 . 

Guillermo Perry 

A su vez, la teoría económica neoclásica 
ha probado que, bajo ciertos supuestos, los 
precios deben ser equivalentes al costo 
marginal o incrementa1 2

' de producir -el 
bien o servicio respectivo para que se gene­
re una asignación de recursos en la econo­
mía que maximice el bienestar colectivo. 
La aplicación con creta de este principio 
teórico al caso de las tarifas de servicios 
públicos no deja de presentar algunas difi­
cultades que se intentan dilucidar en la 
seguAda sección de este ensayo, en donde 
se ilustran con cálculos recientes para el 
servicio de energía eléctrica en Colombia. 

Una de las inquietudes que surge al res­
pecto es 1 a de si la fijación de tarifas equ i­
valentes al costo incremental de suministro 
resultaría en una situación financiera defi­
citaria o superavitaria para las empresas de 
servicios públicos y 1 as alternativas de ac­
ción en uno u otro caso. Este aspecto del 
problema debe enmarcarse en una conside-

1 Mejía, Millán y Perry, Ltda.; Estudio Nscíon11/ 
da Energía, Departamento Nacional de Pla­
neación, julio de 1982. 

2 Por costo incremental entendemos acá los 
costos marginales de largo plazo, como los 
define dicha teorfa económica 
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ración más general sobre la forma como 
debe financiarse la expansión y prestación 

de los servicios públicos en una economía 
como la colombiana. Ta les temas son ma­

teria de la tercera sección de este trabajo. 

La mayor debilidad teórica del principio 
de tarificación a costos incrementales radi­
ca en que desconoce los problemas asocia­
dos con la ex istencia de una distribución 
muy desigual del ingreso, como la que im­

pera en nuestro país. Cómo se debe modifi­
car tal criterio a la lu z de esta consideración, 
const ituye el tema de la cuarta sección . 

En la quinta sección se discute un tema 
que tiene gran importancia en el caso con­
creto de las tarifas de la energía eléctrica: 
el de las disparidades regionales y las pro­
puestas de unificación de la estructura tari­
faría en todo el territorio nacional, así 
como algunos problemas coyunturales de la 
poi ítica propuesta. 

Con este bagaje, en la sex ta secc ión se 
aborda la discusión del proyecto de ley 
No. 100 de 1982 "por medio del cual se 
organiza, regula y fiscaliza la prestación de 
los servicios públ icos" que hace trámite en 
el Congreso de la República. Final menté, la 
séptima sección resume una propuesta de 

poi ítica tarifaría que se desarrolla a lo largo 
del trabajo y que concilia las consideracio­
nes hech as sobre costos y asignación efi ­
ciente de recursos, financiación de la ex­
pansión de los servicios y distribución de 
ingresos entre los usuarios. 

11. Las tarifas y la asignación 
de recursos en la economía 

A. El costo incremental de 
la provisión del servicio 

Un argumento simple permite compren­
der por qué la teoría económica propone 
cobrar una tarifa igual al costo incremental 
de provisión del servicio. Si aquella fuera 
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inferior a éste habrá usuarios que utilizan 

cantidades adicional es de energía en usos 
que les reportan menores benefi cios (mone­
tarios) qu e el costo que ti ene para la econo­
mía el producirla, lo cual constituiría un 
desperdi cio de recursos. Si , por el contra­
rio, la tarifa fuese superior a ese costo ha­
brá usuarios que dejan de utili zar ciertas 
cantidades de energía en usos que les· repor­
tarían beneficios (monetarios) mayores que 
el costo en que incurriría la economía en 
producirla, con lo cual se estarían desapro­
vechando oportunidades rentables de pro­
ducción. Nótese que este argumento se 
apl ica claramente al caso en que se utiliza 
la energía para usos productivos; en lo que 
se refi ere a los consumidores residenciales 
debe suponerse que su "disponibilidad a 
pagar" por la energía mide la conveniencia 
social de suministrarla. Ta l supuesto es ra­
zonable para familias que poseen un nivel 
de ingresos aceptable; para aquellas de in ­
gresos bajos no lo es y el criterio de tarifas 
iguales a costos incrementales conduci ría a 
niveles socialmente muy bajos de consumo. 
Esta consideración es la que conduce a es­
tructuras diferenciales de tarifas para los 
consumidores residenciales, lo que es espe­
cialmente importante en servicios básicos 
como el de sum inistro de agua potalbe 
(Sección IV). 

Por tanto, se considera que, en princi ­
pio, este criterio es el apropiado para fijar 
las tarifas a los agentes económicos produc­
tivos (industria, agricultura , comercio, sec­
tor público) y a los usuarios residenciales 
de ingresos medios y altos. Pero, ¿cómo se 
m id e el costo incremental? 

En primer lugar, ciertos costos, como 
los de las conexiones domiciliarias, el man­
tenimiento de las redes y los asociados con 
la medición del consumo, la facturación y 
el cobro, no dependen del nivel efectivo del 

consumo , sino simplemente del hecho de 
tener acceso al servicio y, quizás, del consu-



mo máxi mo que determina, v.gr., el tamaño 
de los transformadores a ser instalados. En 
rigor, tales costos deben conducir al cobro 
de cargos de conexión y de cargos fijos 
mensuales, independientes del ni'vel de con­

sumo efectivo. Sin embargo, las considera­
ciones distribucionales a que se ha hecho 
referencia pueden sugerir la conven iencia 
de in corporarlos en el cálculo de la estruc­
tura tarifaría por niveles de consumo o de 
ingreso (véase Sección IV ). 

En segundo lugar, los costos en que se 
debe incurrir para suministrar la energía 
requerida dependen no solamente del con­
sumo máximo o mensual promed io de un 
usuario , sino de su distribución durante las 
horas del día y los meses del año. En efec­
to , existen. horas del día en que el consumo 
total ti ene su máximo diario y el sistema de 
generación , transmisión y distri bución debe 
diseñarse con una capacidad suficiente para 
atender las demandas en estas denominadas 
" horas p ico". así permanezca subutil izado 
el resto del día. Así mismo, el consumo en 
los meses más secos del año exige mayores 
inversiones en embalses reguladores para las 

plantas hidroe léctricas de lo que sería nece­
sario si el consumo se concentrara en los 
meses de mayores caudales de los ríos. 

Estas consideraciones han conducido a 
que en varios países se cobren tarifas dife­
renciales segú n las horas del día y los meses 
del año. No obstante, la aplicac ión del cr i­
terio de costos incrementales al diseño de 
este tipo de tarifas diferenciales, de acuer­
do con el momento del consumo resulta 
complejo y la instalación de medidores 
apropiados representa un costo y una mo­
lestia considerable , por lo cual muchos paí­
ses aún no han adoptado este tipo de es­
quem as tarifarios. Tal es el caso en nuestro 
país donde solamente se separan, para las 
industrias mayores, los costos de energ(a, 
según el nivel de consumo, y de potencia (o 
capacidad) según el consumo máximo3 

TARIFAS DE SERVICIOS 

Sin tener en cuenta estas dificultades, 
concentremos la atención en el cálculo del 
costo incremental "promedio" como base 

de la f ijación de las tarifas básicas por uni­
dad de consumo efectivo. Para la energía 
consumida en un año dado ese costo se 
compone de: 

1. Costos de combustible de las plantas 
térmicas por Kw-h ora consum ido. 

2. Otros costos vari ables de operación del 
sistema; por Kw-hora consumido. 

3. Los costos de invers ión en plantas gene­
radores y en sistemas de transmisión y dis­
tribución que hubo de hacer en los años 
anteriores para poder atender los incremen­
tos en demanda que se preveían para el año 
en curso. 

Por supuesto que la dificultad estriba en 
el cálculo del grupo (3) de costos. A este 
propósito conviene mencionar lo inapropia­
do de los métodos tradicionalmente auspi­
ciados por el Banco Mundial y por el BID, 
que consisten en determinar costos medios 
de la inversi ón histórica mediante el uso de 
índices arbitrarios de reavalúo del valor de 
los activos, de sistemas contables de depre­
ciación igualmente arbitrarios desde un 
punto de vista económico y de una tasa de 
rentabilidad del capital que no se compa­
dece con la naturaleza de servic io público 
de la energía eléctrica. 

B. Estimativos para Colombia 

En el país se han llevado a cabo recien­
temente dos est imativos mediante métodos 
más correctos , por parte del Estudio Nacio­
nal de Energía4 (en adelante denominado 

3 En el caso de las ventas en bloque entre em­
presas se cobran tarifas diferenciales según el 
perfodo del año. 

4 Mejla, Millán y Perry Ltda.; Estudio N11cíonal 
de Energía , Departamento Nacional de Pla­
neacibn , julio de 1982. 
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ENE) y de ISAs En ambos casos se partió 
de una proyección de demanda6 y de la 
determinación de aquella secuencia de ex­
pansión que minimiza el valor presente de 
los costos de inversión y operación del sis­
tema de generación que permitiría atender­
la (tanto en lo que hace a la cantidad de 
energía demandada como a la potencia 
requerida) . 

En el caso del ENE se varió paramétrica­
mente la demanda, al rededor de esta solu­
ción, para obtener las curvas de costos de 
corto plazo que se presentan en la Gráfica 
1; cada curva individual corresponde a la 
configuración del sistema en un momento 
dado de tiempo. La envolvente de esas cur­
vas constituye la función de costos de largo 
plazo, por cuanto incorpora los aumentos 
en capacidad del sistema. La pendiente de 
esa curva mide los costos marginales de lar­
go plazo, o costos incrementales como aquí 
se han denominado, cuyos valores se indi­
can en la parte inferior de la gráfica. Es im­
portante observar que los valores resultan­
tes del orden de 2.U de dólares de diciem­
bre de 1970 por Kw-hr facturado ($2,50 de 
diciembre de 1982) para la expansión de la 
capacidad en estos primeros años del perío­
do de p laneación, se reducen a 2.4 hacia 
1995 ($2,20 de diciembre de 1982) y se 
mantienen a ese nivel hasta los primeros 
años del siglo entrante, gracias a la entrada 
en operación de proyectos hidroeléctricos 
grandes con bajos costos unitarios. Por esa 
razón el ENE parte de esta última cifra, a la 
cual se le adiciona un estimativo de uncen­
tavo de dólar de 1979 por Kw-h r facturada, 
($0,90 de diciembre de 1982) como costo 
incremental promedio de transmisión y 
distribución en el país según estimativos 
efectuados en 1981 por ISA y el Banco 

5 Interconexión Eléctrica S.A; Estudios sobf'fl 
la unificación de las tarifas de energía eléctri­
ca, mimeo, agosto de 1983. 

6 Véase en el literal O una discusión respecto de 
los problemas asociados con estas proyec­
ciones. 
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Mundial, y uno de 0.5 centavos de dólar de 
1979 ($0,45 de diciembre de 1982) por 
costos generales -administración, manten i­
miento- según el promedio histórico. Re­
sulta así un costo in cremental total de cer­
ca de 4 centavos de dólar de 1979, equ iva­
lente a $3,55 de diciembre de 1982. 

El Estudio de ISA calcula el valor pre­
sente de todos los costos asociados con los 
nuevos proyectos a ejecutar durante un pe­
ríodo más corto, de 10 años, y los divide 
por el valor presente de las demandas adi­
cionales que permitirán cubrir en ese perío­
do. Este constituye, en principio, un proce­
dimiento metodológi co menos correcto 
que el utilizado en el Estudio Nacional de 
Energía para el estimativo de los costos 
incrementales de generación de energía 
eléctrica . 

No obstante, los estimativos del estudio 
de ISA sobreestiman considerablemente el 
costo incremental de generación . Otra a pi i­
cación de este mismo procedimiento, lleva­
da a cabo en otro estudio de 1981 7

, arro­
jando un valor para el costo incremental de 
generación muy similar al obtenido por el 
EN E. En consecuencia, en lo que sigue 
adoptaremos este valor del costo incremen­
tal de generación. 

No obstante, la información utilizada en 
el estudio de ISA para los costos de opera­
ción, mantenimiento, transmisión y distri­
bución, es más detallado y preciso que la 
correspond iente del ENE, aún cuando el 
tratamiento del costo de inversión en los 
sistemas de transmisión y distribución ado­
lece de las mismas fallas señaladas atrás en 
cuanto al cálculo del costo incremental de 
generación . Por tanto, en el presente traba­
jo se adoptan estos últimos con algunas 
pequeñas correcGiones. Los resultados se 
presentan en el Cuadro 1 y arrojan un valor 

7 Mej ía, Millán y Perry, Ltda.; Asignación de/os 
costos de obras de uso común del proyecto 
Chingaza, julio de 1981. 
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GRAFICA 1 

EFECTO DE UN AUMENTO EN CONSUMO SOBRE EL VALOR DE LA FACTURACION 
BAJO DOS ESQUEMAS TARIFARIOS 

Consumo ( Kw-hr por mes) 

T arifa 
media 

B 
Consumo (Kw-hr pár mes) 

Caso 1: Tarifa incremen tal crec iente (vigente hasta 19R1). Caso 2: T ari fa media creciente (vigente desde 198"1 ). 

Nota: El área sombreada mide el aumento en el valor de la factura como consecuencia de un aumento en 
el consumo de A a 8 bajo los dos esquemas. 
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CUADRO 1 

COSTOS INCREMENTALES DE SUMINISTRO EN PESOS 
DE DICIEMBRE DE 1982 

De Generación (ENE) 
Más transmisión ( 1 S A, corregido) 
Más subtransmisión (ISA. corregido) 
Más distribución primaria (ISA, corregido) 
Más distribución secundaria (ISA, corregido ) 

CUADRO 2 

$ 2,20- 2,50 
$0,50 
$0.40 
$ 0,70 
$0,70 

TARIFAS REALES DE ENERGIA ELECTRICA 

(Centavos de dólar de 1979 por kw-hr) 

Período Norte Noroes-te Suroeste Centro 

1964 4.55 2.38 3.06 3.09 
1965 4.04 2.39 2.75 3.07 
1966 4.08 2.16 2.53 2.71 
1967 4 .03 1.97 2.55 2.55 
1968 4.13 1.97 2.53 2.47 
1969 4.27 2.03 2.58 2.39 
1970 4.26 1.97 2.57 2.32 
1971 4.01 1.93 2.64 2.34 
1972 3.42 1.83 2.37 2.10 
1973 2.75 1.77 2.09 2.04 
1974 2.88 1.87 2.01 1.98 
1975 2.47 2.21 1.99 1.80 
1976 2.63 2.18 1.84 1.85 
1977 2.45 2.12 2.07 1.67 
1978 2.48 2.29 2.33 2.01 

Fuente: Estudio Nacional de Energía, Mejía Millán y Perry Ltda. 

188 

Acumulado 

$ 2,70- 3,00 
$3,10-3,40 
$3,80-4,10 
$4,50-4,80 

Total 

3.00 
2.90 
2.63 
2.52 
2.49 
2.50 
2.45 
2.44 
2.22 
2.04 
2.01 
2.03 
2.03 
1.97 
2.21 



CUADRO 3 

TARIFA PROMEDIO HISTORICA DEL SECTOR ELECTRICO POR EMPRESAS 

(Pesos de 1982/Kw-hr) 

Variación (%) 

Entidad 19731 19761 19791 19822 1976/73 1979/76 1982/79 

Electrificadora de Antioqu ia 2.02 2.12 1. 71 5.0 - 19.3 

Electrificadora del Atlántico 2.70 2.66 2.67 4.30 - 1.5 0.4 61.0 

EE EB 2.07 1.54 2.10 3.78 -25.6 36.4 80.0 

Electrificadora de Bolívar 2.84 2.67 3.33 3.99 - 6.0 24.7 19.8 

Electrificadora de Boyacá 2.19 1.28 1.87 2.98 -41.6 46. 1 59.4 

CHEC 1.59 1.34 1.61 2.59 -15.7 20.1 60.9 

Electrificadora del Caquetá 2.04 3.81 86.8 

Centrales Eléctricas del Cauca 1.72 1.25* 2.08 2.50 -27.3 66.4 20.2 

C.V.C. 1.54 1.83 3.69 18.8 101 .6 

Electrificadora del Cesar 4.49 3.83** 3.91 4.55 - 14.7 2.1 16.4 

Electrificadora de Córdoba 2.54 1.85 2.70 4.31 -27.2 45.9 59.6 

Electrificadora de Cundinamarca 2.36 1.56 2.30 3.49 -33.9 47.4 51.7 

Electrificadora del Choc6 1.72 2.43 3.22 41.3 32.5 

Electrificadora de la Guajira 4.69** 3.39 4.77 40.7 

Electri ficadora del Huila 2.28 1.69 2.68 4.80 - 25.9 58.6 79.1 

00 Continúa 
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Continuacibn Cuadro 3 

TARIFA PROMEDIO HISTORICA DEL SECTOR ELECTRICO POR EMPRESAS 

(Pesos de 1982/Kw-hr) 

Variacibn (%) 

Entidad 1973 1 19761 19791 19822 1976/73 1979/76 1982/79 

Electrificadora del Magdalena 3.70 3.28 3.42 4.27 - 11 .4 4.3 24.9 

E. P.M. 1.32* 1.41 1.60* 2.05 6.8 13.5 28. 1 

Centrales Eléctricas de Nari ño 1.76 1.73 2.04 2.40 - 1.7 17.9 17.6 

Centrales Eléctricas de N. de Santan der 2.71 2.34 3.00 3.72 - 13.7 28.2 24.0 

Electrificadora de Santander 2.67 1.76 2. 18 3. 12 -34.1 23.9 43. 1 

Electrificadora de San Andrés y Prov idencia 3.49 4.65** 5.33** 33.2 14.6 

Electrificadora de Sucre 3.55 2.38 3.27 3.94 -33. 0 37.4 20.5 

Electrificadora del Tol ima 2.2 1 1.37 1.75 2.76 -38.0 27.7 57.7 

Fuente : 

Mej ía, M il lán y Perry L tda., Financ iam iento del Sector Eléctrico, preparado para la M isión de Finanzas 1 ntergubernamentales, octubre de 1980. 

2 ISA. 

* Tarifa más baja. 

* * Tarifa más alta. 
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tota l para los costos incrementales de l su­

m inist ro del se rvicio entre $4,50 y $4,80 
de diciembre de 1982. 

El Cuadro 2 muestra la evo lución de la 
tar ifa promedio histórica (e n té rminos rea­

les) en las dist in tas reg iones del país entre 
1964 y 1978 y el Cuadro 3 lo hace para las 

empresas de energ ía eléctrica entre 1973 y 

1982. Como puede verse, las tarifas prome­

dios al consum idor dism inuyeron en térm i­

nos reales en forma importante desde por 

lo menos 1964 hasta el año de 1977 y, a 

parti r de 1978 vo lvieron a incremen tarse 

para llegar a f inales de 1982 a un promedio 

nacional de $3, 17, equiva len te aprox imada­

mente al 70% del costo incremental. No 
obstante, los niveles de ta rifas promedios 

var ían en fo rma importante por electri fica­

doras, siendo en part icu lar más altas las de 

la Costa At lántica cuya expansión histórica 
se basó en plantas termoeléctricas cuyos 
costos de generación por Kw-hr muy supe­
riores a los de las h idroe léctr icas desarrolla­
das en el interior (ver Secc ión V). 

El Cuadro 4 muestra la est ructura de las 
ta ri fas promedios para cada electrif icadora 
por sectores a diciemb re de 1982. Sé obse r­
va, que en el promedio nacional la tarifa 
promed io del sector comercio asc iende a 
los $5,30 m ientras la indust rial equ ivale a 
$4,00, la of icial a $3 ,21 y las tarifas pro­

med io del sector residencia l a $2 ,54. La 
tar ifa promedio al sector comercio en el 
pa ís se encontraba a dic iembre de 1982 por 

encima de l costo incremental promedio. En 
el caso del sector in dustri al era equivalente 

al costo incrementa l hasta el n ive l de d ist ri­
bución primaria, que es el re levante para 
los mayores consumos indust riales. Para el 

sector residenc ial el p romed i~cion a l no 
llegaba al 56 % de l cost.o.---incremental res­

pect ivo; pero al tener 7 uen ta la estruc­

tu ra por ~es-de--consu mo, se observa 
que el c-orrespondiente a los consumos más 
altos en varias reg iones de l pals su pera este 
último va lor. (Véase el Cuad ro 5.) 

TARIFAS DE SERVICIOS 

C. Problemas prácticos vinculados 
con el cálculo de los costos 
incrementales como base de 
las tarifas promedios 

Aparte de la discusión presentada arriba 
sobre los prob lemas re lacionados con la 
d istribución de l ingreso, los cálculos de cos­
tos incrementales presentan unos proble­
mas emp (ricos de importancia. Los princ i­
pales se re lacionan con los est imativos de 
demanda en que se basa el aná lisis de la 

expansión del sistema y con los márgenes 

de seguridad o confiab il idad estab lec idos 
para el sum inist ro del servic io. 

Con respecto al primero de estos proble­
mas es importante hacer dos comentarios. 

En primer lugar, hasta el año pasado las 

proyecciones de demanda en que funda­

mentaba ISA su programación de la expan­

sión del sistema se basaba en simp les extra­

polaciones de las tendencias h istóricas 
recientes. En 198 1 y 1982 se llevaron a 
cabo. por prime ra vez, estimat ivos econo­
métricos de modelos de demanda por la 
energ ía eléctr ica, que ten lan en cuenta el 
comportam iento del consumo en re lación 

con las princ ipa les variables macroeconómi­
cas que determ inan , a saber: las tendenc ias 
demográf icas, de los ingresos fami li ares, de 

la cobertura del servicio, de la producción 
de los dife rentes sectores productivos usua­
rios de energ ía, de las tar ifas y de los pre­

c ios de los energéticos sustitutos. Estos 
estud ios, llevados a cabo simu ltáneamente 
por el ENE e ISA, demostraron que el mé­
todo simple de proyecc iones que se ven ia 
utili zando conduc ía a una considerab le 

sobreestimación de la tasa de crec im iento 
de las demandas tota les de energía eléctri­
ca . Ell o en razón , precisamente, de que el 
compo rtam ien to de las variables económ i­
cas y técni cas que dete rm in a el nivel de 
demanda previs ib le para el futuro será mu­
cho menos dinám ico que en el pasado re­
ciente. Así, por ejemp lo, el crecim iento 
pob lac ional será sustancialmente menor, al 

19 1 



CUADR04 

TARIFAS PROMEDIO A DICIEMBRE 82 POR SECTORES DE CONSUMO 

(Pesos/Kw·hr) 

Residen· Comer- Al. 
cial cial Industrial Oficial público Bloque Total 

Antioquia 1.36 3.58 
Boyacá 2.77 4.3 1 
CHEC 2.70 5.00 
Cauca 2.30 3.35 
Caquetá 3.37 3.51 
Cundinamarca 2.56 4.38 
Chocó 3.11 4.05 
Huila 4.02 5.04 
Meta 3.08 3.06 
Nariño 2. 12 3.74 
N. Santander 3.34 4.51 
Santander 3.14 4.41 
Tolima 2.29 3.95 
Atlánti co 3.62 4.93 
Bolívar 3.79 5.17 
Magdalena 3.73 5.59 
Córdoba 3.83 5.59 
Sucre 3.35 5.59 
Cesar 4.1 8 5.69 
Guajira 4.45 5.83 
San Andrés 4.17 6.46 
EPM 1.60 4.33 
cvc 3.16 4.26 
EMCALI 2.50 5.29 
EEEB 2.35 7.03 

Nacional 2.54 5.30 

Fuente: ISA. 

igual que el crecim iento de los sectores pro­
ductivos y de los ingresos familiares. Ade­
más, los incrementos de cobertura en el 
sector residencia l urbano no pueden ser tan 
altos como en el pasado, por cuanto en mu­
chas ciudades han llegado ya cerca al 90%. 
De otra parte, cabe esperar que las tarifas 
reales crezcan más de lo que lo hicieron en 
la década de los setenta especialmente si se 
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2.6 1 
3.92 
4.15 
2.65 
3.41 
3.56 
3.58 
4.64 
4. 11 
3.47 
4. 10 
3.56 
4.48 
5.37 
5.63 
4.56 
4.55 
4.56 
4.80 
4.52 
6.25 
3.07 
3.93 
4.16 
4.75 

4.09 

2.10 2.10 1.60 1.71 
2.64 2.64 2.09 2.98 
2.97 2.87 1.92 2.59 
2.22 2.22 2.50 
3.13 3.1 3 3.8 1 
2.65 2.65 1.66 3.49 
3.65 3.65 3.22 
3.47 3.47 4.80 
2.65 2.65 3.33 
3.02 3.02 2.40 
2.85 2.85 3.72 
1.79 1.79 3.12 
2.60 2.60 2.76 
3.84 3.84 2.21 4.30 
3.84 3.84 3.99 
4.56 4.56 4.27 
4.71 4.71 4.31 
4.72 4.72 3.94 
5.29 5.29 4.55 
5. 10 5.10 4.77 
5.9 1 5.35 5.33 
2. 15 0.80 2.05 
2.46 2.24 3.69 
3.25 2.85 3.09 
3.32 2.53 1.81 3.78 

3.21 2.65 1.23 3.17 

procura que las tarifas promedios se equi­
paren a los costos incrementales. 

Aún hoy el estimativo de demanda que 
utili za ISA excede al de las previsiones de 
estos modelos, lo cua l conduce a obtener 
cifras de costos incrementales algo superio­
res a las que se calcularían con una expan­
sión más ajustada del sistema y, quizá más 
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CUADRO 5 

IMPLIFICACIONES FINANCIERAS DE IGUALAR LA TARIFA MEDIA 
AL COSTO INCREMENTAL DE SUMINISTRO 

Según el ENE Según ISA 

Superávit (déficit) en Superávit (como % de los 
millones de pesos de 1979 ingresos por ventas de energía) 

1982 (4.642) 
1983 n.a. 
1984 n.a. 
1985 1.844 
1986 n.a. 
1987 n.a. 
1990 2.308 
2000 11.517 

importante aún, a que las necesidades de 
recursos financieros superen ampliamente 

las que constituirían unos requisitos m ín i­
mos (véase la Sección 111 ). 

Un segundo problema que tiene que ver 
con las proyecciones de la demanda es el de 
que, en rigor, la solución de la expansión y 
operación óptima del sistema, de los cálcu· 
los de los costos incrementa:es y de la fija­
ción de los niveles de tarifas, deben obte· 
nerse en forma simu ltánea. Esto no es posi­
ble hacerlo con los modelos existentes, 
salvo si ellos se utilizan en una forma itera­

tiva algo compleja. No obstante, si las tarifas 
que se suponen inicialmente para estimar 

las proyecciones de demanda no resu ltan 
muy diferentes del costo incremental ca lcu­
lado, los errores introducidos por esta ra. 

zón no son muy signif icativos. 

De otra parte, el ca rácter aleatorio de la 

hidrología y, en consecuencia, de la capa­
c idad de producción de energía del sistema 

h idrotérmico, así como la incertidumbre 
involucrada en los estimativos de demanda 

y en las fechas de entrada en operación 

n.a. 
25% 
25% 
35% 
34% 
38% 

n.a. 
n.a. 

operación de los proyectos programados, 

ex igen que la determinación del patrón de 

expansión y operación óptima y el cálculo 

mismo de los costos incrementales, tenga 

un carácter probabi lístico y admitan siem. 
pre la posibilidad de racionamientos. Lo 
que en la práctica se hace es fijar un nivel 
de "confiabilidad" del sistema, en el senti· 
do de que la probabil idad de ocurrencia de 
racionamientos severos no exceda un nivel 
prefijado. Nada garantiza que los niveles de 
confiabi l idad utili zados hoy en día sean los 
apropiados desde un punto de vista econó­
mico. La ausencia de estudios a profundi­
dad sobre los costos reales en que incurre la 
economía nacional cuando se presentan 
racionamientos d.e energía eléctrica, ha im· 
pedido fijar estos niveles de confiabilidad 
con un cr iterio económico. Posiblemente 
los márgenes que hoy en día se util izan 
conducen a un sobreequ ipamiento del siste­
ma, el cual se refleja de nuevo en costos 
incrementales superiores a los óptimos des­
de un punto de vista económico y, espec ial­

mente, a necesidades financ ieras mayores. 

Un tercer problema es el de que los n ive­
les de pérdidas y, en general, otras inefi-

193 



COYUNTURA ECONOM ICA 

cienc ias en la prestación de los se rvicios 
conducen a costos incrementales superiores 
a los que deberían obtenerse en otras cir­
cunstancias. 

Todos estos son factores sobre los cuales 
es necesario profu ndizar en estudios poste­
riores y actuar en la práctica para reducir 
los costos de suministro de servicios y, en 
consecuencia, el nivel de tarifas que condu­
ciría a una asignación de recursos apropia­
da en la economía. No obstante, no parece 
equivocado suponer que las desviaciones 
que introducen las fallas actuales en la me­
todología de planeación y operación de los 
sistemas representan porcen taj es modera­
dos sobre los estimativos presentados atrás 
de costos incrementales, si bien su impacto 
sobre las necesidades financieras puede ser 
más significativo. 

Es importante anotar que esos estimati­
vos de costos resu ltan bien in fe rí ores a los 
obtenidos en cas i cualqu ier otro país del 
mundo, lo que obedece al hecho de que 
Colombia es uno de los sie te países del 
planeta que disponen de un potencial más 
rico en recursos hidroeléctricos de bajo 
cos to . 

111. Las necesidades financieras 

A Implicaciones financieras de tarifas 
equivalen tes a los costos incrementales 

Los dos estudios citados encuentran que 
la f ijación de tarifas promedios iguales a las 
de los costos incrementales conduciría, en 
el mediano p lazo, a una generación de 
excedentes f inancieros importantes en el 
sector eléctrico. El Cu adro 5 muestra los 
resultados estimados por el ENE e ISA. 
A llí se observa como, a partir de 1985, se 
comenzarían a obtener excedentes finan­
cieros que en el año de 1995 11 egarían a ser 
muy conside rab les. Más aún, así no se con­
sidere el efecto de la financiac ión mediante 
empréstitos (ver 1 ite ral sigu iente) se produ-
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cirían excedentes desde mediados de la 
década del 90. Estos ex cedentes llegarían, 
como máximo, al orden del 15% de los in­
gresos por ventas de energía. 

El estudio de ISA, por su parte, estima 

que al utili zar tarifas promedios iguales a su 
cál culo del costo incremental, se obten­
drían excedentes fi nancieros desde el año 
de 1983 del orden del 25% de los ingresos 

por ventas de energía, que llegarían hasta 
niveles de l 38%. Estas cifras demuestran , 

una vez más , que el cá lculo de costos incre­
mentales del estudio de ISA está considera­
blemente sobreestimado. 

De cualquier forma, este resultado es 
aparentemente paradógi co a la lu z de los 
cr iterios tradicionales de la teoría econó­
mica. En efecto, los anál isis estáticos tradi­
cionales demuestran que si los costos incre­
mentales son constantes, como ha resultado 
en el caso que nos ocupa, unos precios 
iguales a los costos in crementales deben 
generar recursos ex actamente iguales a la 
suma requerida para la prestación de l servi­
cio. No obstante, en un con texto dinámico, 

cuando la tasa de descuento utilizada exce­
de a la tasa de crecimiento de la demanda, 
se producirán excedentes f inan cieros en 
re lación directa con la primera de estas ta­
sas e inversa con la segunda_ 

Para ilu strar esta última afirmación, con­
sidérese en forma simplificada que el perío­
do promedio de maduración de las inversio­
nes en generación es de 6 años, contados 
desde el momento en que se comienza a in­
vertir en un proyecto hasta cuando entra 
en ope ración regular. En consecuencia , la 
inversión ejecutada en un año t, está dise­
ñada para atender, en promedio, el incre­
mento de la demanda correspondiente al 
año t más 3. En f6rmu las : 

(1) lt=C* · (Dt +3 -Dt_ 2 )= 

C* [ (1 + r) 3
- (1 + r) 2

] • Dt 



donde 1 1 es 1 a inversión requerida en el año 

t . C* la relación incremen tal capital-pro­

ducto , r la tasa de crecimiento anual pro­
medio de la demanda y 0 1 la demanda en 

el período t. Las necesidades fi nan cieras 
totales (si n considerar por el momento la 

utilización de em préstitos). serían iguales a: 

donde Cap es el costo de operación unita­

rio del sistema. A su vez, el costo incremen­

tal de la inversión es 1gual a: 

C* 
( 31 e 11 = -::::---,--­

JT +3 e- itdt 
t + 3 

C* · i 
e-i(t + 3)_e-i( T+3 ) 

El establecimiento de una tarifa igual al 
costo incremen tal total, produ cir ía una 

generación de fondos igual a: 

Comparando la ecuación (4 ) con la 
ecuación (3) se obt iene un exceden te de 
fondos, corno se indica a continuación: 

C* • Dt( e_i(t + 3) -i(T + 3) 
-e 

Este excedente será mayor siempre en­
tre mayor sea la tasa de descuento (i) y me­
nor sea la tasa de crecimiento de la deman­
da (r). 

Adicional mente existe otra razón por la 
cual en estas circunstancias se generan 

excedentes fi nancieros. Esta consiste en 
que el costo incremental se ca lcu la a pre­

c ios sociales , los cua les exceden a los pr iva-
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dos , en particular en lo que se refiere al 

valo r de los equ ipos importados. 

Lo anter ior perm ite concluir que desde 

un pu nto de vista financiero se requerir ía 

una tar ifa promedio infer ior al costo in cre­

mental de sumin istro del servicio. Dado 
que, como se discutió en la Sección 11 , por 

razones de as ignación de recursos los secto­

res produ ctivos y los consumidores residen­

ci al es de ingresos med ios y al tos deben 
pagar una tarifa equiva lente al costo incre­
men tal del suministro, lo que indica el aná­

lisis anterior es que es pos ible mantener 
ci fras con subsidios importantes a los con­
sumid ores residenciales de bajos ingresos y 
al mism o t iempo lograr el autofinancia­
miento global de la prestación del servicio 
de energía eléctrica . Así, una estru ctura 
tar ifaria que cobra a los sectores producti ­
vos y a los consumidores de ingresos me­
dios y al tos el costo incremental de presta­
ción del serv icio y a los consumidores de. 

ingresos bajos una tarifa mucho menor (y 
que resulte por ello en tarifas promedios 
inferiores a los costos incremen ta les) per­
mi tiría concil iar los cri terios de asignación 

de recursos, de neces idades de financiación 
y de distri bución de in gresos. En la sección 

siguiente se anal izará en mayor detall e 
cómo se debe establecer la estru ctura para 

los usuarios residencia les . 

B. Crédito y tarifas 

Las tar ifas no ti enen por qué financiar el 

total de las neces idades fi nancieras de un 
año, como se ha supuesto en el aná l isis pre­
cedente , por cu anto es posible dife rir parte 
de los pagos mediante la util izac ión de eré~ 

ditos con tasas de interés rea l inferior a la 
tasa de crecirn ien to anual de la demanda de 
energía eléctri ca. En sfecto como se discu­
te habitualmente, la expansión del sistema 
benefic ia tanto a consumidores presentes 
corno futuros y por tanto las cargas finan ­
cieras v incu ladas con esa expansión deben 
ser cubiertas en alguna proporc ión por 
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unos y otros. Esta es la razón por la cual 
una parte de la inversión requerida para la 
expansión debe ser financiada por créditos 
de largo plazo . Supongamos que u na pro­

porción a de las necesidades de inversión se 
financia mediante créditos con un plazo 
promedio T y una tasa de interés real r. 
Bajo el supuesto de costos incrementales de 
inversión y operación constantes en térmi­
nos reales y de que los préstamos y los inte­

reses se cancelan en su totalidad al venci­
miento del plazo (T), la ecuación (2) se 
modificaría en la forma como aparece a 

continuación: 

(2') N F~ = C0p • 0 1 + ( 1 - a) 1 t t 
1 ( t - T) ' ( 1 + r) T 

Estas nuevas necesidades financieras se­
rán menores que las anteriores cuando se 
cumpla la condición siguiente: 

(3') l(t-Tl • (1+r)r <1 1 

Como 11 = (1 + 'Y)T ·l(t -T) , elloequi­

vale a r < 'Y· 

Vale decir, siempre y cuando la tasa de 
interés real de los empréstitos sea igual a la 
tasa de crecimiento de la demanda por 
energía. Es importante observar que de no 
cumplirse esta condición la utilización de 
créditos llevaré en el mediano plazo a la 

necesidad de utilizar tarifas más altas y no 
més bajas para el autofinanciamiento del 
sector. Como en general es posible obtener 
empréstitos externos con una tasa de inte­
rés real inferior a la tasa de crecimiento 
normal de la demanda por energía eléctrica 
(así ese no sea el caso en las circunstancias 
actuales), la utilización de dichos emprésti­
tos permitira fijar una tarifa promedio aún 
més baja que la señalada anteriormente, 
manteniendo el autofinanciamiento del 
sector; vale decir, ello permitirá subsidiar 
aún en mayor medida a los consumidores 
de ingresos bajos. 

196 

Debe señalarse, sin embargo, que las 
fórmulas presentadas suponen un estado 
"estable"; variaciones en la proporción de 
la inversión financiada o de la tasa de inte­
rés real pueden causar problemas de 1 iqu i­
dez coyunturales como se verá luego. 

C. La política de autofínancíamíento 

En lo anterior hemos supuesto que es 

conveniente la aplicación de una poi ítica 
de autofinanciamiento. Algunos comenta­
ristas sostienen que precisamente por el 

carácter de servicio público no se debería 
aplicar una poi ítica de esta índole y , en 
consecuencia, que los fondos comunes del 
presupuesto nacional deberían asumir una 
parte significativa de la financiación del 
suministro de dichos servicios. 

A este propósito conviene hacer dos 
consideraciones. La primera consiste en 
que, según lo hemos visto, desde un punto 
de vista de eficiencia en la asignación de 
recursos de la economía debe cobrarse a los 
usuarios productivos y a los consumidores 
residenciales de al tos ingresos los costos 
incrementales de suministro y que, al hacer 
esto, aún subsidiando considerablemente a 
los con su m id ores residenciales de bajos 
ingresos (para dar cumplimiento precisa­
mente al criterio de servicio público), es 
posible autofinanciar el suministro del ser­
vicio. ¿Qué sentido tendría entonces subsi­
diar a los sectores productivos o a los con­
sumidores residenciales de altos ingresos, 
causando un desperdicio de recursos en la 
economía al inducirlos a niveles excesivos 
de consumo y teniendo. que utilizar para 
ese subsidio recursos escasos del presupues­
to nacional? 

Precisamente la segunda consideración 
tiene que ver con este último factor. Las 
dificultades poi íticas y administrativas ha­
cen que el nivel de tributación efectivo en 
el país sea muy bajo y que, en consecuen-



cia, que los fondos comunes del Estado 
resulten sumamente escasos para la diversi­
dad de servicios que este tiene que prestar. 
Muchos de estos, tales como los de salud 
pública y educación con un contenido so­
cial y económico aún más profundo que el 
de los servicios públicos que se están exa­
minando, no tienen fórmulas distintas de 
financiarse que mediante el uso de los fon­
dos comunes del presupuesto nacional o de 
los gobiernos locales. Lo mismo sucede con 
otra serie de servicios tales como los de 
justicia, seguridad ciudadana, defensa na­
cional, etc. Otro tipo de gastos del Estado, 
tales como los gastos de inversión en vías y 
obras de adecuación de tierras, aún cuando 
en parte pueden ser recuperados mediante 
impuestos de va lorización y tasas especia­
les, requieren de una inyección mínima de 
recursos del presupuesto nacional. Lo mis­
mo sucede en medida relativamente impor­
tante con gastos tales como los de investi­
gación tecnológica para la agricu ltura y 
otros sectores productivos. 

En esas condiciones, si existe un sistema 
expedito de financiación de la expansión 
del servicio a través del cobro de las tarifas, 
que tiene por demás la ventaja de evitar 
desperdicios de recursos en la economía y 
que permite un subsidio considerable a los 
consumid ores residenciales de ingresos ba­
jos, no hay razón alguna para no utilizarlo. 
En síntesis, la propuesta de financiar una 
parte importante de la prestación de servi­
cios públicos mediante presupuesto nacio­
nal, al menos en el caso de la energía eléc­
trica, resultaría en un sistema ineficiente en 
términos económicos y muy regresivos por 
cuanto el grueso de los subsidios lo recibi­
rían los consumidores de ingresos altos, 
además de que ello obligaría a reducir otros 
gastos sociales de gran con ten ido redistri­
butivo o económico. 

Lo anterior, sin embargo, no implica 
que ciertos programas específicos, tales 
como los de obras de electrificación rural y 
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los de extensión de la cobertura de servi ­
c ios a los barrios marginados, no deban ser 
cubiertos con partidas del presupuesto na­
cional, específicamente destinadas a estos 
propósitos. En el caso del suministro de 
agua potable existe una justificación mu­
cho mayor que en el caso de la energía 
eléctrica para financiar con recursos de pre­
supuesto nacional la dotación del servicio, 
en condiciones de cantidad y calidad que 
constituyan un mínimo socialmente acep­
table, a las poblaciones urbanas más peque­
ñas y al sector rural. 

IV. El efecto redistributivo 

A. Relación entre consumo de energía 
eléctrica y el nivel de ingresos de 
los consumidores residenciales 

La cantidad de energía eléctrica deman­
dada Por una determinada familia depende 
principalmente del acervo de aparatos elec­
trodomésticos que ésta posea, de su nivel 
de ingreso, del número de miembros por 
hogar, de la tarifa marginal pagada y del 
precio de los sustitutos más cercanos de la 
energía eléct ri ca (gas natural en las ciuda­
des de la Costa Atlántica y en Neiva, que 
disponen de este servicio a domicilio; coci­
no! subsidiado en Bogotá y sus alrededores; 
G LP y querosene en otras ciudades y regio­
nes). A su vez, e.l acervo de electrodomés­
ticos de que dispone una familia depende 
principalmente de su nivel de ingreso y del 
precio de estos aparatos. De esta manera, el 
ingreso es la variable que explica en mayor 
medida el nivel de consumo en las familias, 
por efectos directos y principalmente indi­
rectos (a través del acervo de electrodomés­
ticos). En términos técnicos, la elasticidad 
ingreso directa del consumo varía entre 1.4 
y 1.65 y la indirecta entre 1.4 y 2.29

. 

Así. una familia con un ingreso que du­
plique al de otra consume, en promedio, 

9 ENE, op cit. 
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entre 3. 8 y 4.85 veces más energía que 
aquell a. Las estadísticas de consum o mues­
t ran, en efecto, que hay familias de ingre­
sos baj os que consumen menos de 100 Kw­
hr al mes, m ientras algunas de ingresos al­

tos consumen más de 3.000. Por lo tanto , 
u na estru ctura de · tar ifas crec ien te con 
aumentos en el nivel de consumo, como 
las que se han venido utilizando en el pa ís, 
ti enen efectos am pli amente red ist ributivos. 

Es importante observar, sin embargo, 
que a part ir de 1981 se introdujo un cam­
bio técnica y socialmente inconveniente en 
la estructura tarifaría, puesto que de tarifas 
marginales crec ien tes se pasó a una estruc­
tura de tarifas medias crecientes con brin­
cos abruptos, como se ilustra en la Gráfica 
1. En esta forma, cuando el consumo de 
una familia se incrementa ligeramente de 
un mes a otro, pero hace que se traslade de 
una determinada tarifa media a la inmedia­
tamente Sl:lperior, e JI o puede representar 
una tarifa marginal absurdamente alta so­
bre el consumo adicional . Así, por ejemplo, 
con la estructura actual en Bogotá se puede 
duplicar el valor de la facturación por un 
consumo adicional de apenas 1 Kw-hr. Sin 
lugar a dudas, estos casos, que in fortunada­
mente ocurren con frecuencia, son en gran 
medida responsables de la inconformidad 
ciudadana con la poi íti ca tarifaría reciente. 

Desde hace mucho tiempo la literatura 
económica en f inanzas pú bl icas ha señalado 
los grandes in convenientes de una estructu­
ra tarifaría como la adop tada en 1981 y, en 
contraste, las v irtudes de una estructura de 
t arifas marginales crec ientes como la que se 
encontraba en vigencia hasta esa época. 
Resu lta imperativo volver atrás en esta 
materia. 

En todo caso, las tarifas vigentes en el 
país por niveles de consumo, muestran una 
importante progresividad como se indica en 
el Cuadro 6. A llí se observa, sin embargo, 
que el nivel de progresividad es muy dife-
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rente por regiones. As í, por ejemp lo, la 
mayor progresiv idad se encuentra en Bogo­
tá en donde la tarifa uni taria para consu ­
mos superiores a 3. 000 Kw-hr es 18.8 veces 
mayor que la de los consumos inferiores a 
100 Kw-hr. Las tarifas en Cali muestran 
tambi én un nivel de progresividad impor­
tan te, siendo esta re lación de 8.2. No obs­
tante, en Medell ín y en la mayoría de las 
electrifi cadoras de la Costa A tlánti ca 
(como Cesar, Sucre, Córdoba y Guaj ira) y 
de l 1 CE L, esta relación es apenas del orden 

del 3 a 3.2 . 

Ahora bien, el Cuadro 7 muestra como 
un 65% de los consumi dores residenciales, 
que consumen menos de 300 Kw-h r al mes, 
absorben apenas un 14_5% del consumo 
total de energía y, debido a la estructura 
progresiva de tarifas, responden apenas por 
un 8 .5% de Jos ingresos de las empresas. En 
cons:!cuencia, es ev idente que una poi íti ca 
tarifaría que mantenga un crecimiento real 
para las tarifas a Jos usuarios productivos y 
a los consum idores residenciales de altos 
ingresos, hasta al canzar los costos incre­
mentales de prestación del servic io, puede 
darse el lujo de hacer descender en térmi ­
nos real es las tarifas para los niveles bajos 
de consumo (que corresponden a los gru­
pos de ingresos más bajos de la población) 
sin que ello afecte negativamente la situa­
c ión financiera de las empresas en el media­
no plazo. En parti cular, resulta claro que 
las electrificadoras de la Costa A tlánti ca 
deberían mantener constantes sus tarifas 
nominales para Jos consumidores de más 
bajos ingresos (dado que son las más altas 
de l país) e incrementar con rapidez las tari ­
fas para los consumidores de más altos in­
gresos y para los sectores productivos, que 
son considerablemente más baj os que las de 
ciudades como Bogotá y Ca li. 

Algo similar a esta propuesta se estaba 
apl icando a f inales de la administración 
pasada, pero el actual gobierno la sustituyó 
por un incremento parejo de las tarifas en 



CUADRO 6 

TARIFAS RESIDENCIALES PARA ALGUNOS NIVELES DE CONSUMO 

(Diciembre de 1982- Pesos/Kw-hr) 

Menos 1.000- 1.500- Mfls de 
de 100 100-200 20Q-300 300-400 SOQ-600 1.200 1.600 2.000 

Electrif icadora de Antioqu ia 0.76 0.76 0.92 1.08 1.38 2.38 2.38 2.30 
Electrif icadora del Atlántico 1.36 1.68 2.59 3.05 3.97 5. 17 5.79 6.52 
EEEB 0.64 0.80 0.93 1.82 2.08 5.05 6.58 9.89 
Electrificadora de Bolívar 1.74 2.18 3.1 7 3.93 4.92 5.66 5.66 5.66 
Electrificadora de Boyacá 1.60 2.1 1 2.64 3.29 4. 11 5.15 5.15 6.39 
CHEC 1.81 1.9 1 2.30 2.63 3.28 4.07 5.33 5.60 
Electrificadora de l Caquetá 1.86 2.25 2.63 2.86 3.32 3.92 3.92 3.92 
Centra les Eléctricas del Cauca 1. 15 1.79 1.9 1 2.01 2.67 3.15 3. 15 3.1 5 
C.V.C. 2.07 2.54 3. 11 3.11 3.69 4.26 4.26 4.26 
Electrificadora del Cesar 2.39 3.09 4.32 4.96 5.91 6.87 6.87 7.5 1 
Electrificadora de Córdoba 2.22 2.67 3.90 4.74 5.67 6.99 6.99 7.5 1 
Electrif icadora de Cundinamarca 1.33 1.92 2. 10 2.35 2.90 3.63 4.22 5.38 
Electrif icado ra del Chocó 1.87 2.67 3.21 3.65 4.25 4.84 4.84 4. 84 
Electri f icadora de la Guajira 2.18 2.60 4.27 5. 16 6.44 6.59 6.59 6.59 
E lect rificadora del Huila 2.08 2.55 3. 17 4.06 5.35 7.02 7.02 8.13 
Electrificadora del Magdalena 1.98 2.47 3.68 4.6 1 5.78 7.21 7.21 7.61 
E.P.M. 0.76 0.76 0.92 1.08 1.38 2.38 3.09 5.04 
Centrales Eléctri cas de Nariño 1.26 1.66 2.09 2.25 2.56 3.18 3.94 3.94 --{ 

Centrales Eléctri cas de Norte de Santander 1.81 2.28 2.85 3.62 4.55 5.75 5.75 6.78 l> 

Electrif icadora de Santander 1.89 2.38 2.99 3.78 4.76 6.00 6.00 7.09 ~ ., 
Electrifittadora de San Andrés y Providencia 1.73 2.14 3.27 4.28 5. 18 5.62 5.62 5.62 l> 

Electrificadora de Sucre 2.3 1 2.72 3.93 4.61 5.51 6.63 6.63 7.35 
(fJ 

o 
Electrificadora del To l ima 1.57 2.05 2.75 3.24 4.42 5.64 6.56 7.90 m 

(fJ 
m 

Fuente: ISA. 
JJ 
< 

1 12.06 para más de 3.000 Kw-h r. 
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N o 
o 

Nivel de consumo 

(Kw-hr por mes) 

0-100 1 

101-200 

201-300 

301-400 

401-700 

701-1.000 

Más de 1.000 

Fuente: Datos de ISA 

CUADRO 7 

DISTRIBUCION DEL NUMERO DE SUSCRIPTORES, EL CONSUMO 
Y LA FACTURACIQN POR NIVELES 

DE CONSUMO (1982) 

Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje 

acumulado acumulado acumulado acumulado 

de suscriptores del consumo del consumo de la facturación 

residenciales residencial total residencial 

27.2 5.6 2.5 4.7 

48.6 17.2 7.6 13.0 

65.5 32.7 14.5 24.5 

77.2 47.1 20.9 35.8 

92.6 73.9 32.8 54.2 

97.7 87.5 38.9 66.6 

100.0 100.0 44.4 100.0 

1 Incluye el porcentaje de usuarios sin contador. 

Porcentaje 
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todos los niveles de consumo en algunas 
empresas como la de Energía Eléctrica de 
Bogotá. Esta poi ítica hizo que se incremen­
taran mucho las tarifas para los niveles de 
consumo bajo, lo cua l explica también en 
parw, la inconformidad social. Es impor­
tante observar que la aplicación de la poi í­
tica de ajuste propuesto requiere volve r a 
una estructura de tarifas marginales cre­
c ientes, puesto que con la estructura actual 
agravaría los problemas a que tal estructura 
ha dado origen y que se han señalado ante­
riormente. 

Igualmente se debe anotar que los car­
gos mínimos mensuales, que se acostumbra 
cobrar en algunas regiones del país, tienen 
un efecto sumamente regresivo puesto que 
castigan exclusivamente a los consumidores 
de menores consumos, y, en consecuencia , 

de más bajos ingresos. Esta práctica debe­
ría eliminarse completamente para todos 
los servicios públicos. 

También conviene señalar, que los car­
gos de conexión y los cargos fijos tienen un 
efecto regresivo. En este caso, como se vio 
atrás, existen razones de asignación de re­
cursos que, en principio, justifican tales 
cargos. No obstante, las consideraciones 
red istri bu ti vas sugieren establecer di fe ren­
cias en ellos de acuerdo con el nivel socio­
económico de las familias o bien mantener­
los muy bajos y basar el financiamiento de 
los servicios en las tarifas diferenciales por 
nivel de consumo. 

En otros servicios públicos, como es el 
caso del suministro de agua potable, el ni­
vel de consumo varía también con el 

nivel de ingreso, pero lo hace en una torma 
mucho menos marcada que en el caso de la 
energía eléctrica. En consecuencia, una es­
tructura tarifaría que simplemente diferen­
cie por el nivel de consumo resulta muy 
efectiva en términos de sus impactos distri­
bucionales en el caso de la energía eléctrica, 
pero no en el del suministro de agua pota­
ble. En este último se requiere, además, 

TARIFAS ,¡:S R 'IC OS 

establecer una estructura diferencial según 
otros indicadores del nivel de ingreso de las 
familias. Durante años se utilizó en el país 
como un criterio aprop iado para tal fin una 
clasifi cación segú n el va lor del ava lúo catas­
tral. Sin embargo, los problemas de actuali ­
zación de los avalúos llevaron a que estu­
dios como el de la Misión de Finanzas 
lntergubernamenta les recomendaran sust i­
tuir esta práctica por otra; sugerencia que 
fue adoptada por el actual gobierno y rati­
ficada por el Congreso mediante la Ley 14 
de 1983. Ante la disposición de esta ley de 
des(igar las tarifas de los avalúos catastrales, 
las empresas tuvieron que acometer, en 
forma algo precipitada, una zon ificac ión de 
las ciudades por estratos de ingreso y con 
base en ello reestructuraron su sistema de 
tarifas. Este camb io, por supuesto, condu jo 
a que a muchas familias se les in crementa­
ran notablemente las tarifas en plazos muy 
breves y en algunos casos con errores graves 
en su clasificación final. Esta fue otra de las 
causas pr in cipales de la reciente inconfor­
midad ciudadana. 

Se hace urgente que las empresas de 
acueductos, alcantarillados y aseo público 
de las ciudades lleven a cabo u na clasifica­
e ión de los hogares por estratos en una 
forma más precisa y que, cualquier cambio 
de clasificación de un hogar, contemp le 
una transmisión gradual en sus niveles tari­
farios. 

V. La unificacibn de tarifas en el 
territorio nacional y problemas 
coyunturales de la política propuesta 

A Las diferencias regionales y 

su explicación 

Los Cuadros 3 y 5 muestran las grandes 
diferencias que existen hoy día entre las 
tarifas promedio y la estructura tarifaría de 
las diferentes empresas, que ya fueron co­
mentadas atrás. Estas diferencias se deben a 
varios factores. Primero, a que antes de la 
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interconex ión de los principales mercados 
del país cada empresa habí;;¡ desarrollado su 

propio sistem a de gene rac ión y, en conse­

cuenc ia, los costos in cremental es de pres­

tación de los servic ios variaban significati­
vamente de empresa a emp resa. Así por 
ejemplo, Anti oqu ia. tuvo siempre los pro­
yectos eléctri cos de más bajo costo y aún 

hoy mantiene las tarifas más bajas, mien­
tras que la Costa Atlántica y los Santande­
res , que no disponen de u na gran r iqueza 
en recursos hidroeléctricos, tuvieron que 
desarrollar su sistema de generación con 
base en plantas termoeléct ri cas que resu l­
taron en costos muy superiores por Kw-hr 
producido. Es por eso que, aún ten iendo 

las tarifas promed io más altas, son precisa­
mente las electrif icadoras de la Costa las 
que presentan los mayores défic its fi nan­
e ieros en el sector. 

En segundo lugar, las diferencias reg io­
nales se d~ben, en alguna medida, al grado 
de eficiencia relativo de las empresas. En 
términos generales, las Empresas Públicas 
de Medell ín y la Empresa de Energ ía Eléc­

trica de Bogotá, se han manejado de u na 
manera relat ivamente eficiente, mientras 
que en la mayoría de las electrificadoras 
del sistema COR ELC A e ICEL se ha in cu­

rrido con frecuencia en excesos burocráti­
cos y decisi ones antieconómicas por moti ­

vos pu ramente poi íti cos. 

En te rcer" lugar, las empresas han venido 
otorgando una importancia diferente al 
efecto distributivo de sus poi íticas. Así por 
ejemp lo, en Bogotá y Cali , como se observb 
atrás, se ha buscado una mayor progresivi­
dad mien tras que en otras reg iones del país 
ha primado un criter io elitista buscando 
mantener bajas las ta rifas para los consumi­
dores de altos ingresos. 

En cuarto lugar, las discrepancias se de­
ben también a problemas de carácter insti­
tu cional que hncen que la estru ctura de los 
mercados sea muy diferente para las distin-
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tas empresas. Así. por ejemplo, empresas 
como las de Bogotá, Medell ín y Cal i, con 
una gran proporción de usuarios produc­
tivos y de demandas concentradas en las 

grandes ciudades, incurren en costos de 

transmisión y d istribución promedios infe­
riores que las demás y pueden, en princi ­

pio, darse el lujo de subsidiar en mayor 
med ida a sus consumi dores residenciales de 

bajos ingresos. 

Por ú !timo, hay que tener en cuenta la 
influencia que la poi íti ca misma de fijación 

de las tarifas que se ha basado principal ­
mente en el criteri o de recuperación de las 

inversiones pasadas y, por consiguien te , ha 
tendido a perpetuar en el ti empo, más allá 
de lo que se ría razonable, las diferencias 

regionales ocasionadas por el desarrollo 
diferente que tuvieron los sistemas loca les 
antes de su interconexión. Este problema 
afecta incluso a las tarifas de intercambio 
establecidas en ISA y, por ello, aún entre 
los socios viejos de ISA con tinúan existien­
do grandes diferencias tarifarías absoluta­
mente inju stificab les, como se discutirá a 

continuación . 

B. ¿Deben unificarse las tarifas? 

En un sistem a interconectado como el 
que cubre hoy en día la mayor parte del 

pa ís el costo incremental de generación de 
energía es, por definición , uno solo para 
todo el terr itorio nacional. Como este 

constituye, según lo que vimos atrás, aproxi­
madam ente un 80% del costo incremental 
tota l, resulta claro que no deberían existir 
diferencias muy sustanciales en las tarifas 
cobradas a los usuarios productivos y a los 
consumidores res idenciales de altos y me­
dian os ingresos en las distintas reg iones. 

A su vez, los costos in crementales co­

rrespondientes a la interconex ión de los 
sistemas, deben ser muy similares, puesto 
que es evidente que la interconexión y el 
intercambio de energía favorece a todas las 



regiones, aún cuando puedan existir algu­

nas pequeñas diferencias en los beneficios 
obtenidos. Por tanto, debería procederse 
rápidamente a unificar las tarifas de venta 
en bloque entre empresas. de manera que 
las tarifas al consumidor varíen solo ligera­
mente entre regiones. según diferencias en 
los costos de transmisión, subtransmisión y 
distribución . 

Las poi íticas tarifarías que han venido 
apli cándose en el país y el proceso de inter­
conex ión llevarán eventualmente a este 

tipo de un ificación, aún cuando muy lenta­
mente por cuanto los criterios prevalecien­
tes no se conforman exactamente con los 
que aconsejan las ciencias económicas. 
Sucede que los criterios en aplicación se 
aprox iman más al estimativo de costos 
promedio de generación que al de costos 
incrementales y, por eso, tienden a perpe­
tuar en el tiempo diferenciales que se justi­
ficaban en otras épocas pero no ahora 
cuando se tiene un solo sistema de genera­
ción y de transmisión en todo el país. 

En cuanto a las tarifas a los consumido­
res de ingresos bajos (a los consumos bajos 
residenciales) podría argumentarse la nece­
sidad de diferencias regionales, tomando en 
cuenta dos consideraciones. Una, la de que 
algunas regiones cuentan con sustitutos 
baratos o subsidios, como es el caso del gas 
en la Costa Atlántica y del cocinol en el 
área de Bogotá. Otra, la de que las necesi ­
dades básicas de consumo de energía eléc­
trica son mayores en climas como los que 
imperan en la Costa Atlántica, que en las 
regiones del interior. 

No obstante, si atendiendo a la primera 
consideración se fijaran en Bogotá tarifas 
más altas que en otras regiones para los 
consumos bajos, se induciría a las familias 
de ingresos bajos a consumir más cocinol, 
lo cual tendría un costo económico inmen­
so para el país. Si se considera el caso de la 
Costa Atlánti ca, las mayores necesidades se 
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compensan, en parte . con la disponibilidad 
de gas natural para usos residenciales, aún 
cuando esta última no llega al 20% hoy en 
día y ciertamente no cubre la gran mayoría 
de los barrios populares en las grandes ciu­
dades del litoral .. Por tanto, no existen 
tampoco razones suficientemente sólidas 
para establecer tarifas diferenciales por 
regiones para los consumos más bajos. 

En síntesis, debería procederse lo más 
rápidamente posible a una sustancial unifi­
cac ión de la estructura tarifaría en todo el 
territorio nacional, como ha propuesto al 
gobierno. 

C. Las problemas de la unificación 

Es innegal be que, bajo el actual esquema 
de organización institucional y de prácticas 
financieras en el sector, el proceso de unifi­
cación no necesariamente afectaría los re­
cursos totales de f inanciamiento del sector, 
pero si generaría excedentes financieros 
importantes en algunas empresas - como 
por ejemplo en las Empresas Públicas de 
Medell ín- y mantendría déficits en otras 
regiones, como en particular 'en las del Li­
toral Atlántico. Este problema demanda 
soluciones apropiadas, u na de las cuales 
podría ser la de que las emp resas que ob­
tengan excedentes financieros participen en 
la prop iedad de nuevos proyectos de gene­
rac ión en proporción mayor de aquella que 

les corresponderían de acuerdo con las 
necesidades de su mercado. 

Sin embargo, las transferencias regiona­
les van a requerirse de acuerdo. de nuevo, 
con consideraciones económicas. Como ya 
se mencionó, las empresas atienden merca­
dos muy distintos por cuanto la estructura 
de los consumidores en una y otra parte 
difieren considerablemente." Si se acepta el 
que los nivel es bajos de consumo deben 
subsidiarse y que los usuarios de mayores 
ingresos y las actividades productivas deben 
pagar el costo incremental del servicio, ha-
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bría que considerar el hecho de que en 
ciudades como Bogotá, Medell ín y Cali las 
actividades productivas y los usuarios resi­
denciales de altos ingresos consumen una 
mayor proporción del total de electricidad 
facturada y que, en consecuencia una es­
tructura tarifaría unificada llevaría necesa­
riamente a que las empresas respectivas 
tuviesen siempre una mejor situación finan­
ciera que el resto. Es decir, en virtud de la 
estructura diferencial de los mercados -y 
de aceptar de una poi ítica de subsidio a los 
nivel es de ingresos bajos en todo el país­
se hace imprescindible un cierto nivel de 
transferencias regionales o una reorganiza­
c ión institucional del sector que haga más 
parecida la estructura de los mercados que 
atiende cada empresa. 

D. Los problemas financieros coyunturales 

Otro problema coyuntural que exige 
anal izar cuidadosamente las implicaciones 
f inancieras de éorto plazo, sobre cada una 
de las empresas, que tendría el proceder a 
modificar en una u otra forma la poi ítica 
tarifaría, es el de que la planeación del sec­
tor no había previsto la ocurrencia de un 
período recesivo tan agudo como el que se 
ha registrado en los últimos tres años. Esta 
circunstancia ha conducido a un incremen-

to muy bajo en el consumo de energía eléc­
trica en comparación con la tendencia h ist6-
rica reciente y, en consecuencia, a ingresos 
tarifarios menores de los previstos al aco­
meter la expansión para niveles de demanda 
crecientes según tendencias históricas. A 
este hecho se ha sumado el impacto que 
tiene la aceleración en la tasa de devalua­
ción sobre los costos financieros de las em­
presas, para producir situaciones muy difí­
ciles en buena parte de ellas. 

Es precisamente esta situación la que ha 
impulsado durante el último año a muchas 
empresas a elevar sus tarifas en proporcio­
nes que los usuarios consideran excesivas. 
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En una perspectiva de largo plazo no es 
razonable un salto muy grande de las tari­
fas en este momento para resolver proble­
mas financieros coyunturales pero, de otra 
parte, es innegable que tales problemas 
demandan una solución. A mi modo de ver, 
esta no puede ser otra que 1 a de incremen­
tar en algo las tarifas reales promedio y, al 
mismo tiempo, financiar en cuantías im­
portantes a las empresas a través de la FEN, 
dotando a ésta de mayores recursos no 
solamente por captaciones en el mercado 
abierto, sino mediante cupos de emisión y 
partidas del presupuesto nacional. 

VI. El proyecto de Ley 100 de 198210 

Actualmente cursa en el Congreso un 
proyecto de ley "por medio del cual se or­
ganiza, regula y fiscaliza la prestación de 
los servicios públicos domiciliarios y se 
dictan otras disposiciones'' que, entre otras 
cosas, propone u na serie de normas genera­
les para el establecimiento de la estructura 
tarifaría. Tal proyecto, aún cuando tiene 
sin duda aspectos positivos y una sana in­
tención, como se desprende de la lectura de 
su exposición de motivos, de ser aprobado 
sin modificaciones iría en contravía de los 
criterios de eficiencia en la asignación de 
recursos y de distribución de ingresos que 
se han señalado atrás y podría llegar a tener 
u nas consecuencias financieras muy graves, 
al menos en lo que compete al sistema eléc­
trico. 

El problema principal se ubica en el he­
cho de que el proyecto propone que a las 
unidades residenciales con con su m os hasta 
de 3.000 Kw-hr por mes, .se les cobre exclu­
sivamente los costos de operación y mante­
nimiento; los cuales, en el caso del sector 
eléctrico, no llegan a constituir el 20% de 
los costos incrementales de prestación del 

10 Los siguientes comentarios se refieren directa­
mente al proyecto inicial y no a las modifica­
ciones que le fueron introducidas cuando este 
informe se encontraba ya en imprenta. 



servicio. Es decir, habría que bajar las tari­
fas de los consumidores de ingresos medios 
y altos casi a una cuarta parte. Ello consti­
tuiría, en primer lugar, una invitación al 
desperdicio de recursos escasos de la econo­
mía .por parte de las familias de ingresos 
medios y altos que son los que tienen los 
mayores consumos. 

En segundo lugar, tendría un impacto 
claramente regresivo puesto que se estaría 
subsidiando primordialmente a grupos que 
perfectamente pueden pagar el costo del 
servicio a costa de tener que financiar gran­
des faltantes con presupuesto nacional. De­
jar de hacer con el presupuesto otras obras 
de mayor conten ido soc ial o bien, como 
parece sugeri rlo el proyecto , cargarle más 
que los costos incrementales a las act ivida­
des productivas, las cuales los transferirán a 
la totalidad de los consumidores. En una u 
otra manera el efecto sería regresivo. Ade­
más, lo más probable es que no se pueda 
hacer ese cobro mayor a las actividades 
productivas Y. que por consiguiente, se 
agrave la crisis financ iera del sector, y se 
sacrifique la expansión de su cobertura a 
los grupos más necesitados. Por todo ell o, 
las consecuencias objetivas del proyecto 
serían realmente catastróficas para la p res­
tación del servicio. 

De otra parte , el proyecto propone que 
a los sectores productivos se les fije tar ifas 
inversamente proporcionales al peso que 
tenga el consumo de energía eléctr ica en 
sus costos totales de producc ión. Este tipo 
de planteam iento está abiertamente reñ ido 
con una as ignación conveniente de recursos 
y, de nuevo, constituiría una invitación al 
desperdicio, prec isamen te en los sectores 
más consumidores del fluido. 

Es importante señalar que estas conse­
cuencias objetivas que tendría el proyecto 
no se han buscado de manera in tencional, 
puesto que en la expos ición de motivos los 
autores del proyecto defienden precisa-

mente el ca rácter distributivo que deben 
tener las estructuras tarifarias y la necesi­
dad de expandi r cubrim iento del servicio. 
Por tanto, es de esperar que en el debate en 
el Congreso se corri jan estos problemas. 

Finalmente, el proyecto presenta una 
propuesta no vi ncu lada directamente con 
las tarifas de servicios públicos, pero si con 
su financiación, que conviene comentar. Se 
propone crear un fondo común de servic ios 
públ icos, que debería dar prioridad a la 
con~trucc ión de acueductos y al suministro 
de agua potable. Si bien resulta evidente lo 
apropiado de adoptar esta prioridad para la 
po i ítica gubernamental general, ejecutarla 
con base en un fondo común de servicios 
públicos puede llegar a tener como conse­
cuencia que el lo se haga a costa de eventua­
les racionamientos de energ ía eléctri ca y de 
dificultades de expansión del serv icio a los 
usuarios de bajos ingresos en las ciudades y 
en el campo. El país ya conoce los costos 
que, en materia de bienestar ciudadano y 
en materia de producción, sobre todo de la 
pequeña y mediana industria, trae el incu­
rr ir en racionamientos severos de energía 
eléctr ica. Puede constituir una solución 
más conveniente el establecer un fondo 
específico de financiamiento de los servi­
cios de agua potable, dotado de recursos 
propios suficientes para lograr un desarro­
ll o prioritario de éstos, pero sin un eventual 
detrimento de otro servicio público como 
es el de la energía eléctrica. 

VIl, Conclusiones 

Las principales concl usiones del presen­
te en sayo se pueden resum ir así: 

1. Es posible diseñar una estructura tarifa­
ria que concilie los criterios de asignación 
de recursos en la econom ía, necesidades 
financieras del sector y distribución del 
in greso en el país, que deben tenerse en 
cuenta para tal fin. 
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En efecto, las consideraciones sobre 
asignación de recursos exigen que se cobre 
a los usuarios product ivos - industria, co­
mercio, etc.- y a los consumidores resi den­
ciales de ingresos medios y altos el costo 
incre mental (marginal de largo plazo) del 
suministro del serv ici.o y que se fije para los 
consum idores de ingresos bajos una tarifa 
considerablemente inferior. Al mismo t iem­
po, las proyecciones financieras y el análisis 
presentado demuestra que una est ru ctura 
tarifaría de esta naturaleza permitiría en el 
mediano plazo atender las necesidades 
f inancieras del sector. De hecho, si se co­
brara a todos los usuarios el costo incre­
mental (que resultará aprox imadamente 
constante, en términos reales, durante los 
próxi mos 20 años y del orden de $4,50 de 
diciembre de 1982 por Kw-h r-mes) se gene­
rarían excedentes financieros importantes. 

Dada la baja participación en el consu­
mo total de. energía del 65% de las familias 
de más bajos ingresos que consumen menos 
de 300 Kw-hr-mes (menor que un 14.2 %) 
es posible oto rgarles un subsidio muy con­
siderable, manteniendo una poi ítica de 
autofinanciamiento del servicio, a través de 
u na estructura de tarifas marginales muy 
progresiva de acuerdo con el nivel de con­
sumo de los usuarios residenciales. 

El análisis muestra también que no de­
ben establecerse cobros m íni mos mensua­
les, por sus efectos altamente regresivos, y 
que los cargos de conexión y los cargos 
fijos mensuales deben o bien mantenerse 
muy bajos o, mejor aún, diferenciarse se­
gú n el nive l de ingresos de las familias. 

En servicios como el de suministro de 
agua potable no basta con una estru ctura 
tarifarí a diferencial según el nivel de consu­
mo de los usuarios residenciales; es necesa­
rio establecer d ife rencias adicionales segú n 
el nivel de ingreso de las familias, lo que 
ex ige una clasificación mucho rnás precisa 
que la adoptada en forma algo precipitada 
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en los últimos meses en algunas ciudades 
ante la desvinculación que la Ley 20 de 
1983 exigió de las tarifas con respecto a los 
avalúos catastrales. 

2. Las consideraciones presentadas en este 
artículo demuestran también que se debe 
proceder lo más pronto posible a una consi­
derable un ificación de las estructuras tarifa­
rías en todo el territorio nacional, bajo los 
criterios anteriores. Las disparidades actua­
les reflejan ante todo las diferencias en cos­
tos incrementales del pasado, antes de la 
interconexión de los sistemas, y la vigencia 
de unas poi íticas tarifarías basadas en cos­
tos medios contables, que no se compade­
cen con los criterios económicos que deber 
regir la fijación de tarifas. 

3. Los resultados del artículo indican que 
la expansión del sector debe financiarse 
con una mezcla de tarifas y créditos de lar­
go plazo. Estos últimos permitirán un nivel 
de tarifas menor solamente en la medida en 
que las tasas de interés reales sean inferio­
res a la tasa de crecimiento de la demanda. 
A mediano plazo los aportes presupuestales 
deberían limitarse exclusivamente a progra­
mas específicos, tales como la electrifica­
ción rural y la extensión de la cobertura a 
barrios marginales de las ciudades, con un 
contenido claramente redistributivo. 

4. La puesta en práctica de las poi íticas 
propuestas exigiría, en primer término, 
abandonar la absurda estructura de tarifas 
al sector residencial implantada en 1981, 
que conduce a saltos muy abruptos en la 
facturación para muchas familias, sustitu­
yéndola por una de tarifas marginales cre­
cientes, como lo dicta la teoría económica 
y el sentido común, y como se estaba po­
niendo en práctica en el país hasta ese año. 

En segundo lugar, exigiría una política 
de ajustes que haga disminuir en términos 
reales las tarifas para los consumos más ba­
jos, en especial en aquellas regiones en 



donde hoy son más altos {v.gr. en la Costa 
Atlántica) y continuar incrementando, si 
bi~n en una forma mucho más moderada 
de lo que ha ocurrido durante el último 
año, las tarifas reales para los consumos 
residenciales más altos, en especial en aque­
llas regiones en donde hoy son más bajas 
{v.gr., en la Costa Atlántica y en Antio­
qúia). Así mismo, habría que equiparar las 
tarifas a los s:Jrvicios productivos, incre­
mentando en términos reales las de aquellas 
empresas en donde se encuentren por deba­
jo de los costos incrementales. 

En tercer lugar, debería eliminarse los 
cargos mínimos y revisarse toda la estruc­
tura de cargos de conexión y cargos fijos 
mensuales, según los criterios anotados. 

5. Es importante observar que la puesta en 
práctica de estas recomendaciones no per­
mitiría resolver la difícil situación finan­
ciera coyuntural por la que atraviesan mu­
chas empresas. Esta se gestó como conse­
cuencia del efecto conjunto de la recesión 
económica reciente, que ha disminuido los 
ingresos planeados por ventas de energía 
frente a las expansiones realizadas en previ­
sión de niveles muy superiores de demanda, 
y de la aceleración de la devaluación, que 
ha elevado los costos financieros. Un pro­
blema coyuntural de esta índole no debe 
resolverse a través de un salto abrupto en 
los niveles tarifarios, como lo estaban ha­
ciendo algunas empresas, sino a través de 
aportes presupuestales y, en particular, de 
financiamiento interno de mediano plazo a 
dichas empresas a través de la FEN, para lo 
cual habría que dotar a esta entidad de ma­
yores recursos. Estos deben provenir, en la 
coyuntura actual, no solamente de .capta­
ciones en mercado abierto sino en la co­
yuntura actual, de cupos de emisión y 
aportes presupuestales. 

6. El proceso de unificación y los ajustes 
propuestos no afectarían globalmente la 
situación financiera del sector en el media-
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no plazo. No obstante, generarían déficit 
importantes a mediano plazo en algunas 
empresas y superávit en otras. Tal situac ión 
93 podría resolver facilitando a las segundas 
invertir en nuevos proyectos en mayor pro­
porción a las necesidades de sus propios 
mercados. Es importante señalar, con todo, 
que, bajo la estructura institucional actual, 
se requieren transferencias regionales debi­
do a las diferencias en las estructuras de los 
mercados que atienden las distintas empre­
sas. La única manera de superar la necesi­
dad de estas transferencias consistiría en 
una reorganización institucional que reduz­
ca el número de empresas y les permita 
atender mercados con estructuras más pa­
recidas. 

7. Las causas de la reciente inconformidad 
ciudadana con las tarifas pueden resumirse 
así : primero, la estructura tarifaría para los 
consumidores residenciales de energía eléc­
trica establecida en 1981 ha conducido a 
que en muchos casos se duplique la factura­
ción de un mes a otro por un incremento 
de cantidades mínimas en el consumo; se­
gundo, algunas empresas decretaron ajustes 
excesivamente altos para intentar superar 
difícil situación financiera coyuntural; ter­
cero, estos ajustes se efectuaron proporcio­
nalmente para todos los niveles de consu­
mo, g~nerando cargas muy graves para los 
usuarios de bajos ingresos; cuarto, las recla­
sificaciones adoptadas para los usuarios de 
los servicios como el del agua potable, en 
muchos casos en forma equivocada, condu­
jeron a saltos muy grandes en sus tarifas. 
Todos estos problemas se evitarían hacia el 
fu tu ro con las propuestas aquí consignadas. 

8. El proyecto de Ley No. 100 de 1982 
que hace curso en el Congreso contempla, 
en su forma inicial, unas normas tarifarías 
que contradicen abiertamenté los principios 
anteriores. En particular, resultarían en 
tarifas sumamente bajas para los consumi­
dores residenciales de ingresos medios y 
altos, lo que invitaría a un desperdicio de 
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recursos escasos en la economía y tendría 
efectos muy regresivos. La estructura pro­
puesta para los sectores productivos tendría 
también efectos negativos sobre la asigna­
ción de recursos en la economía. Además, 
con una probabilidad muy alta, estas pro­
puestas conducirían a agravar la crisis 
financiera del sector, frenando la expansión 
de la cobertura a grupos de ingresos bajos y 
exigiendo grandes partidas presupuestales, 
reforzándose así sus consecuencias regre­
sivas. 
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Por último la propuesta de un fondo 
común de servicios públicos y de su utili­
zación prioritaria en el suministro de agua 
potable, podría conducir a agravar los 
problemas financieros del sector eléctrico. 
Pareceda más apropiado el crear un fondo 
especial para la financiación de acueductos 
y alcantarillados con recursos específicos 
para tal fin. 


